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Argentina viene ignorando una realidad que se impone y es el desafío de la 

competitividad. En particular, resolver aquellas cuestiones que toman excesivamente 

oneroso el "costo argentino", en especial el de la mano de obra en actividades de 

media y baja productividad, sea por razones tecnológicas, por obsolescencia de 

equipos o métodos productivos o incluso por infraestructura física o energética 

deficiente. 

 

 

Desde la UIA venimos bregando por un análisis exhaustivo de los factores que influyen 

en la distorsión aludida y que provocan una disparidad en el costo de la mano de obra 

entre -por ejemplo- nuestro país en relación con Brasil y México, que nos lleva a 

dilemas que no podemos soslayar. En efecto, si queremos -y desde ya, la industria 

aspira a tal objetivo- agregar valor y exportar trabajo argentino, debemos ser 

competitivos. No hay acceso a mercados posible si nuestro costo laboral nos deja fuera 

de competencia. 

 

Allí se plantea el primer debate. Se dice que la competitividad no se puede fundar en la 

explotación o el hambre de los trabajadores. Frente a ello, lo que cabe decir es que los 

países industrializados son los que generan mayor bienestar, integración e inclusión 

social. Pero en esos países, el rol del emprendedor es respetado y tienen reputación 

positiva. 

 

No se da la actitud que se observa en nuestras latitudes, de denigración de la ganancia 

genuina que no es sólo lucro pues también conlleva ampliar la producción y 

modernizar la tecnología, innovando permanentemente. En cambio, esto ni se discute: 

Ser parte de la base que el empresario es explotador y por ello, termina siendo 

sometido a normas de extrema rigidez o hiperprotectorias, a costos no salariales 

exorbitantes por una fiscalidad laboral que no contempla la realidad económica en su 

conjunto y sólo piensa en recaudar aunque con ello perjudique mercado interno y 

malogre potencial exportador. 

 

Claro que es más fácil cargar fiscalmente sobre esa minoría calificada que son los 

empresarios formales, que pagan sus impuestos y cumplen sus obligaciones, 

ignorando pertinaz y consistentemente a quienes no cumplen la ley ni pagan sus 

impuestos. 

 

A ellos, los formales, los condenarán incluso por supuesta solidaridad con los 

irregulares que aparezcan en su cadena de producción, sea aguas arriba o abajo, de la 

mano de una industria del juicio que no repara en el daño creado cuando un sistema 
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legal laboral sólo se recuesta sobre los "formales", convalidando con ello un régimen 

.donde conviven dos Argentinas, la de la ley y la de la anomia. 

 

Ahora bien, dicha anomia incluso es consentida por políticos y jueces cuando hacen 

recaer sobre la empresa cumplidora no sólo el peso de sus propias obligaciones y 

cargas, sino también la de aquellos que no lo hacen. 

 

La contradicción aparece cuando vemos el aumento de la litígiosidad, la cuantía 

exorbitante de las condenas, el apartamiento de los jueces del listado de 

enfermedades y baremo de incapacidades legalmente existente o la transformación 

discrecional de la cobertura de accidentes in itinere en una suerte de seguro social 

ampliado que nada tiene que ver con la esencia jurídica´ o la finalidad técnica de la 

cobertura de infortunios laborales. 

 

A esta altura, podrá decirse que el sayo caiga a quien corresponda, porque no son los 

jueces los que hacen la ley, sino quienes la interpretan. La respuesta es que la brecha 

entre lo formal y lo informal, la tendencia a la anomia y la industria del juicio que 

nuestro país exhibe, tiene que tener una respuesta coherente y convincente desde el 

que legisla, el que aplica la ley o la interpreta para que los empleadores, cualquiera su 

dimensión o escala, sea micro, pequeña, mediana o gran empresa así como los 

cuentapropistas o autónomos no sólo tengan sino que puedan vivir dentro de la ley. 

 

Por ello, País desarrollado es inclusión social, empleo digno y empresas sustentables, 

con un Estado eficaz y una gestión pública eficiente. Nada más y nada menos.  

 

Daniel Funes de Rioja 

 


